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			PARA ESCRIBIR UN LIBRO 




			



			 






			¿Por qué tiene usted este libro entre las manos, lector? Quizá le haya sorprendido el título, que es una expresión común que usamos los españoles cuando pensamos que se ha cometido una injusticia. Y quizá lee ahora este prólogo porque tiene usted la sensación, difusa o clara, de que nos encontramos en una situación colectiva de falta de justicia, de falta de igualdad, de recortes de derechos. También es posible que conozca usted el blog ¿Hay derecho?,* que es el fogón en el que se han cocinado estas páginas. 




			En cualquier caso, le recomendamos que siga leyendo. Si conoce el blog, encontrará en el libro las mismas inquietudes y preocupaciones que justificaron su creación, a finales de 2010. Son las que teníamos un grupo de amigos juristas —una abogada del Estado, Elisa de la Nuez, y cuatro notarios: Rodrigo Tena, Ignacio Gomá, Fernando Gomá y Fernando Rodríguez Prieto— que pensábamos que las reglas en las que nos habíamos educado como juristas y como ciudadanos, y que creíamos fundamento de nuestra convivencia, se estaban desmoronando. 




			La forma para encauzar esta inquietud, con muchas ganas, poco tiempo y menos medios, fue aprovechar las nuevas formas de comunicación —un blog en nuestro caso— para dar la voz de alarma sobre este estado de cosas y combatirlo con un arma decisiva: la información veraz y especializada y la opinión independiente y neutral, pues no dependíamos ni dependemos de nadie. Los artículos los escribimos no solamente nosotros, sino también otras personas expertas en cada materia, a las que les pedimos su colaboración desinteresada por compromiso cívico.  




			Eso sí, el hilo conductor es siempre la defensa del Estado de derecho. Pensamos que su debilidad en España es la clave de muchos de los despropósitos que están ocurriendo en los últimos tiempos, como el olvido —deliberado— del principio fundamental de que el derecho ha de regir los procedimientos y las actuaciones no sólo del ciudadano normal sino también de los poderosos, y, sobre todo, del poder por antonomasia, que es el del Estado (o el del miniestado autonómico). La degradación del Estado de derecho conduce a la injusticia y a la desigualdad, y con el tiempo llegará, si no es que ha llegado ya, la pobreza y la desprotección de los más débiles. 




			Si no conoce usted el blog no se preocupe, porque este libro pretende ser el relato de todo lo que hemos aprendido al ir escribiendo nuestros artículos en aquél y de lo mucho que nos han enseñado nuestros colaboradores, a los que desde aquí queremos agradecerles de corazón su entrega al proyecto a cambio nada más que de la satisfacción de haber contribuido a una buena causa y del agradecimiento de sus muchos lectores.  




			A lo largo de estos últimos tres años, los cinco editores del blog y autores de este libro hemos incrementado nuestros conocimientos en muchas materias jurídicas y políticas, pero sobre todo hemos experimentado un proceso de concienciación que nos ha permitido construir este relato que ahora les ofrecemos. Nos hemos dado cuenta de que las cuestiones y ejemplos que hemos tratado en el blog —de las que en el libro encontrarán una amplia muestra— podían no ser muy graves, pero que si las examinábamos de forma conjunta y sistemática respondían a cierto patrón muy preocupante.  




			Del mismo modo, si usted se anima a leer este libro, tomará también conciencia de lo que está ocurriendo en nuestro país. Leerá muchas cosas que ya sabía, pero que quizá había olvidado, y otras que es posible que no conociera. La politización de tribunales y agencias independientes, la corrupción sistémica, el agravio comparativo, el trato de favor a los poderosos, la amenaza de secesión territorial, el declive de la Administración profesional y tantos otros problemas están ahí delante para el que los quiera ver. Nuestra democracia y nuestro Estado de derecho —no puede existir la una sin el otro— han devenido en un Estado de partidos por diversas razones políticas e históricas que intentaremos explicar. Tampoco podemos olvidarnos de la falta de educación cívica, de la falta de respeto a las normas jurídicas y de la ausencia de principios éticos sólidos, sin los que es difícil que un sistema de convivencia funcione.  




			El patrón que resulta al examinar el tapiz en profundidad es el del desmantelamiento del Estado de derecho en España, tan trabajosamente construido por las generaciones anteriores y que es nuestro deber conservar y trasmitir a las siguientes. Pero no vaya usted a creer que este libro es un trabajo pensado exclusivamente por y para juristas. No lo es. Es un libro de ciudadanos comprometidos, escrito en un estilo que queremos divulgativo, dirigido a ciudadanos preocupados y comprometidos. El derecho no es una cuestión de juristas, pues los derechos pertenecen a los ciudadanos, y si el Estado de derecho se debilita, o incluso desaparece, los derechos individuales mueren con él. Esto es lo que pretende reflejar el título de este libro. Porque lo que está pasando en España es un problema institucional y jurídico-político, pero también un problema individual, de cada uno de nosotros, y de la sociedad civil en su conjunto. 




			Y del mismo modo que nosotros individualmente o como sociedad tenemos nuestra parte de culpa en esta historia, debemos ser conscientes de que también podemos ser parte de la solución. Se pueden cambiar las cosas, y para ello es fundamental entender qué está sucediendo y luego pasar a la acción. Hay muchas posibilidades, desde fundar un nuevo partido hasta reclamar nuestros derechos cuando estos sean conculcados. Nuestra manera de actuar desde el blog ha sido y sigue siendo denunciar cada día lo que nos parece injusto o contrario al Estado de derecho. 




			Para firmar este libro de forma conjunta hemos elegido el pseudónimo del bachiller Sansón Carrasco, el amigo de don Quijote del que Cervantes dice: «Era el bachiller, aunque se llamaba Sansón, no muy grande de cuerpo, aunque muy gran socarrón, de color macilento, pero de muy buen entendimiento; tendría hasta veinte y cuatro años, carirredondo, de nariz chata y de boca grande, señales todas de ser de condición maliciosa y amigo de donaires y de burlas, como lo mostró en viendo a don Quijote […].» En esa gran obra de la literatura española Sansón Carrasco se disfraza de caballero andante para llevar a don Quijote de vuelta a casa, vencido con sus propias armas. 




			Y justamente eso pretendemos nosotros: colaborar a devolver el derecho a su sitio usando las armas del Estado. Éstas son las razones para escribir este libro. Esperamos que sean suficientes para que usted decida leerlo. 




			



	    


	 	

	    

            



			 






			INTRODUCCIÓN 




			



			 






			POR QUÉ NO HAY DEMOCRACIA POSIBLE  




			SIN ESTADO DE DERECHO 




			



			 






			LAS FORMAS SON EL FONDO 




			



			 






			Imagínese que una mañana cualquiera, al salir en dirección al trabajo, se topa con los guardaespaldas del influyente vecino del quinto. Después de cruzar con usted algunas palabras desagradables, le propinan una soberana paliza y le desvalijan. Acude inmediatamente a la policía pero, lejos de ayudarle, los agentes terminan el trabajo que los guardaespaldas habían comenzado, y le roban por segunda vez. Desesperado, solicita auxilio judicial, aunque con ello no hace más que poner en marcha un largo procedimiento en el que, no se sabe muy bien cómo, termina figurando como el principal sospechoso. Imagíneselo, no es difícil; grandes artistas lo han hecho ya. Sin ir más lejos, Charles Chaplin en El gran dictador y Franz Kafka en El proceso. 




			Pues bien, si reflexionamos un poco sobre esa situación, observaremos que su esencia —lo que llama inmediatamente la atención y se convierte en un recurso cómico en el caso de Chaplin y angustioso en el de Kafka— no es tanto la injusticia de fondo como la sorpresa en la forma. La vida está llena de injusticias y muchas son inevitables. Pero cuando acudimos a la policía y ésta se pone de parte de los delincuentes, o pedimos amparo a los jueces y la víctima termina acusada, se nos olvida el fondo material del asunto y súbitamente la forma, desquiciada, invertida, adulterada, adquiere un protagonismo fundamental: el mundo está del revés, los procedimientos previstos no se respetan, el orden natural de las cosas, ese que aspira a representar el régimen democrático, se ha dislocado. 




			Muchas veces se nos olvida, sobre todo en España, que la democracia no es una simple cuestión de elegir entre determinadas políticas públicas, unas más «progresistas» y otras más «conservadoras». Y lo cierto es que, al perdonar electoralmente a nuestros gobernantes tantas infracciones normativas como acostumbran a cometer a cambio de una, en apariencia, mejor gestión política, contribuimos de manera decisiva a desbaratar el Estado de derecho y de paso nuestro sistema democrático. Lo hacemos, sin duda, de manera casi inconsciente, con efectos inmediatos apenas perceptibles, pero de esta forma nos arriesgamos a despertar un buen día, como en la comedia de Chaplin, en un mundo que ya no reconocemos y en el que ha quedado adulterado el proceso formal de toma de decisiones. Y si ese preciso día son nuestros intereses los que están en juego, entonces nos preguntaremos cómo hemos llegado hasta aquí. 




			La democracia no es, efectivamente, una mera cuestión de elegir entre distintos resultados más o menos apetecibles. Al menos no a corto plazo. De hecho, ha habido algunas democracias que sólo han ofrecido a sus ciudadanos sangre, sudor y lágrimas, y en donde las perspectivas, valoradas al menos en términos de bienestar material, no podían ser menos halagüeñas. Su esencia, por el contrario, descansa en el proceso formal de Gobierno y de toma de decisiones, en cuanto garantiza la participación, directa o indirecta, de los gobernados, pero también el respeto de sus derechos individuales. Sin sujetarse a las normas que regulan ese proceso ni está garantizado que la participación sea verdaderamente abierta y pública ni la integridad de los derechos. 




			



			 






			LA FORMA QUE IMPLICA EL ESTADO DE DERECHO COMO GARANTÍA  DE QUE VIVIMOS EFECTIVAMENTE EN UNA DEMOCRACIA 




			



			 






			No debemos menospreciar la importancia de la forma cuando del Estado de derecho se trata. Por el contrario, que los que ostentan el poder guarden las formas, va más allá de un mero comportamiento educado. Se trata de algo que no es accidental, sino sustancial. La forma constituye una garantía fundamental para la democracia, y ello en un doble sentido.  




			En primer lugar es una garantía de que la actuación política de nuestros representantes está amparada por una legitimidad genuinamente democrática; en una palabra: que lo que parece ser una democracia es realmente una democracia, y que las cosas son lo que dicen que son. Si un texto en el que se establecieran una serie de derechos y obligaciones se autodenominara «ley», ergo hubiera sido escrito por un grupo de, pongamos por caso, ilustres juristas con carácter particular, por mucho que el texto diga que es una ley, nadie la calificaría de tal. ¿Y eso, por qué? Pues por la razón de que no se han guardado las formas a la hora de redactar y aprobar ese texto. Y es que al margen de las normas, es decir, al margen de las formas, no se pueden aprobar leyes ni, por ejemplo, convocar referéndums, por mucha sensibilidad social que haya, y aunque se alegue que «el pueblo es un clamor» o que esta o aquella norma ha sido superada por la «realidad social». 




			Por supuesto que las normas no son eternas. Si esas normas procedimentales o de salvaguardia no nos satisfacen, lo procedente es cambiarlas, pero no prescindir de ellas por la puerta de atrás, por la vía de hecho, como es tan frecuente en España. Esta actitud no es una mera cuestión de protocolo o de respeto reverencial por el legislador del pasado. Es, por el contrario, una garantía mínima y elemental para constatar que seguimos actuando dentro de un régimen democrático. Lo contrario es abrir la puerta a un régimen diferente (ya sea plebiscitario u oligárquico), donde probablemente reinarán la arbitrariedad, la demagogia y las decisiones oportunistas. Ha sido precisamente la experiencia histórica de estas derivas la que ha llevado a las sociedades libres a reconocer únicamente como democráticos a los Estados que actúen de conformidad con ciertas reglas: las que regulan la forma de adopción de decisiones, sujetándola a ciertas garantías, y protegen determinados derechos, llamados, por eso mismo, fundamentales. 




			Una vez conscientes de que sólo respetando las normas tenemos la garantía de vivir en una auténtica democracia es cuando, pertrechados ya con la idea de que el fin no puede justificar los medios, podemos empezar a preocuparnos por los resultados. Pero las reglas deben ser las mismas para todos. 




			



			 






			QUE EL PODER GUARDE LAS FORMAS ES UNA GARANTÍA PARA TODOS 




			



			 






			Pero es que, además, no cabe desconocer que ese proceso formal constituye también una garantía fundamental en otro sentido, en cuanto que crea el ámbito idóneo para el desarrollo de la libertad y de la prosperidad de los ciudadanos. Si es usted optimista —y cualquier lector de este libro debería serlo, al menos un poco—, admitirá que allí donde los ciudadanos participan en la toma de decisiones, tras un debate abierto y libre, allí donde la iniciativa individual es reconocida sin interferencias injustificadas, allí donde se trata de manera idéntica a los iguales, el espíritu humano ha demostrado ser capaz de alcanzar cotas más altas de paz y de prosperidad. En cambio, cuando el caparazón formal se debilita, cuando ese conjunto de normas que definen el régimen democrático, que hemos convenido en llamar Estado de derecho, no es respetado, aparecen la inseguridad y su hermana gemela, la injusticia. Los economistas, utilizando una expresión más científica, las llaman «ineficiencias», pero, en cualquier caso, lo que resulta muy curioso es que, cuando la balanza de la justicia se estropea, la pluma, sorprendentemente, siempre parece pesar más que el plomo. En ese momento la balanza no acierta ni por casualidad. 




			La explicación es sencilla, y con ella nos acercamos al núcleo fundamental de por qué sin Estado de derecho no hay democracia posible. Simplemente, porque dejamos el campo abierto al tiránico padre de esas destructivas hermanas gemelas: el poder. El poder desnudo, arbitrario, el poder a sus anchas. El poder democrático es siempre, por definición, un poder limitado por normas. Cuando los guardaespaldas me golpean impunemente y no obtengo tutela ni de la policía ni de los jueces, no es casualidad que su jefe —ese vecino del quinto del que hablábamos antes— sea siempre un hombre poderoso. Su reino es el de la arbitrariedad, el del capricho momentáneo, presidido por su solo interés, lo que implica que nunca sabré lo que me espera cada mañana, y que si lo que me espera es malo no podré ni evitarlo ni denunciarlo. 




			La idea de que todo poder dentro de un Estado democrático debe estar limitado por normas jurídicas es una de las conquistas esenciales del Estado moderno, que alcanza tanto a la esfera privada como a la pública, tanto al poder ejecutivo, como al legislativo y al judicial. Controlar los poderes fácticos privados es fundamental, pero si en la práctica resulta imposible o muy difícil es que algo muy grave está ocurriendo con el poder público. Habrá sido capturado a su vez por agentes privados, por complicidad o incompetencia, o por los dos motivos, y estará actuando al servicio de dichos intereses. Por eso mismo, resolver el problema del control del poder en una sociedad pasa necesariamente por resolverlo primero en el ámbito del Estado. Un poder descontrolado es un poder no democrático. Un Estado de derecho implica la existencia de poderes limitados por otros poderes, y todos ellos por las normas que los regulan. Y en esa limitación se encuentra su verdadera grandeza. 




			



			 






			EL PODER INCONTROLADO ES SIEMPRE «EXTRACTIVO» 




			



			 






			Somos humanos, y las estructuras que creamos están también sujetas a los mismos vicios y virtudes que nosotros poseemos. Al igual que ocurre con el resto de ciudadanos, los gobernantes no son seres angelicales dispuestos a sacrificarse generosamente por el interés público sin contraprestación alguna. Y tampoco el Estado es una máquina impersonal inmune a apetitos y tentaciones, sino una organización dirigida por seres humanos de carne y hueso. Cuando un gobernante de un Estado democrático prescinde de las formas o procedimientos establecidos violando las normas, no suele tener como principal objetivo el interés público. Otro tema es que identifique sus propios intereses con los generales, a veces hasta con buena conciencia, pero sabrá colocar siempre aquéllos en primer lugar. Quizá fuese para conjurar este riesgo por lo que JonathanSwift, en sus famosos Viajes de Gulliver, proponía que los legisladores, después de haber dado su opinión y argumentado su defensa, fuesen obligados a votar exactamente en contra de lo dicho, «porque, si esto se hiciera, el resultado conduciría infaliblemente al bien público». Puede que tal riesgo sea inevitable en una democracia, pero no cabe duda de que, situado al margen del control que imponen las normas, resulta mucho más peligroso. 




			La política es una profesión como cualquier otra, sujeta a su propio régimen de incentivos; en este caso, y al margen del inevitable dinero, el determinado por la adquisición y conservación del poder. Pues bien, casi en cualquier sistema, pero sobre todo en uno tan ferozmente partitocrático como el nuestro, en el que las cúpulas de los principales partidos ejercen un poder de vida o muerte (política) sobre el resto de la organización, la fidelidad a la dirección se convierte en el incentivo por antonomasia, muy por encima de los vinculados a la defensa de los intereses generales, que sólo se atienden de manera indirecta una vez traducidos al correspondiente lenguaje partitocrático. Al dirigente de turno se le debe lealtad, medida ésta en tiempo y en espacio, mucho antes que a los electores, lo que produce ese espectáculo asombroso, pese a que estemos ya tan acostumbrados a contemplarlo, de ver como un partido sigue en bloque a un líder que únicamente persigue su conveniencia particular, a costa incluso de los intereses a largo plazo de ese partido y, obviamente, de los de la nación. 




			Por eso, el que el político profesional esté acostumbrado a anteponer los intereses de su propia organización, o incluso los de su colectivo o «profesión», a los generales, explica por qué la falta de respeto por las normas y procedimientos produce efectos tan dañinos para los intereses generales. Si los políticos fuesen ángeles o sus incentivos perfectos, quizá no fuese necesario ningún tipo de regulación, pero desgraciadamente la realidad está muy alejada de todo eso. Las normas constitucionales que delimitan competencias o tratan de preservar la independencia de ciertas instituciones, las leyes que exigen el cumplimiento de determinados requisitos objetivos para realizar ciertas designaciones, o las disposiciones administrativas que regulan los concursos públicos, todas ellas pretenden en el fondo lo mismo: garantizar que la correspondiente toma de decisiones (por el legislador, la Administración o la institución de turno) tenga como principal finalidad el bien común. Consciente de que el Gobierno democrático es un Gobierno de personas normales y corrientes, y no de santos o sabios, el sistema normativo establece los medios necesarios para que ese bien común no sea usurpado por los intereses de una facción frente a los de todos. Una facción que ni siquiera es la que corresponde a la mayoría social de donde esa élite obtiene su apoyo, lo que tampoco estaría justificado, sino que es exclusivamente la propia élite, a la que por esa razón se denomina, siguiendo una terminología hoy en boga, «extractiva». Por esa razón la falta de respeto por las normas es el principal síntoma por el que podemos concluir que en una determinada comunidad política se están traicionando los fines que el sistema democrático pretende garantizar. 




			Es precisamente en este punto donde el poder suele encontrarse con uno de sus aliados favoritos: el dinero. Se nos ha querido vender la adulteración del sistema de división de poderes, la colonización por parte de los partidos de todos los resortes del poder social, la desactivación de los órganos judiciales superiores y, también, de los organismos reguladores y de control como un asunto meramente político o ideológico, que oscila al ritmo de los cambios electorales, hoy azul y mañana rojo, cuando en realidad oculta intereses económicos de lo más pedestres. «Montesquieu está muerto», afirmó Alfonso Guerra, defendiendo así una visión de la democracia más roussoniana que liberal, en la que las mayorías sociales estarían llamadas a adquirir una clara preeminencia histórica frente a las sospechosas libertades individuales. Sí, todo muy elevado y todo muy filosófico, pero al final no han sido esas mayorías las que se han llevado el gato al agua, sino que han sido más bien sus élites las que nos han dado gato por liebre. También, por supuesto, las élites que afirmaban defender esas libertades individuales, porque a la hora de «extraer» y colonizar apenas ha habido diferencias entre los distintos colores, como a lo largo de este libro demostraremos cumplidamente. Desde la financiación irregular de los partidos hasta la gestión de los asuntos públicos en propio interés, pasando por la ocupación de todos los resortes de poder, todo obedece a la misma lógica. 




			La colocación de los leales en las instituciones supuestamente independientes tiene, de esta manera y al margen de todo tipo de retórica, una doble lectura muy clara. No sólo blinda el libre ejercicio del poder que debería estar acotado, preservando la continuidad del propio mecanismo extractivo sin que nadie tenga la capacidad de salirle al paso, sino que constituye un merecido premio a la fidelidad, que por un lado recompensa los servicios prestados y, por otro, advierte a los meritorios todavía a la espera de que la obediencia, el silencio y la paciencia, genuinas virtudes monacales, pueden tener también su gratificación en este mundo. 




			



			 






			INCOMPETENCIA Y CORRUPCIÓN 




			



			 






			Si sólo se tratase de nuestras élites políticas el problema ya sería grave, pero es que, desgraciadamente, las élites políticas nunca «extraen» solas, sino que para ello necesitan del concurso de otras élites sociales y económicas que, a su vez, reclaman su porción correspondiente. La explicación es doble, y cabe resumirla en dos palabras: incompetencia y corrupción.  




			Por lo que se refiere a la incompetencia, la contratación o los nombramientos para cargos relevantes, institucionales o no, realizados en función de afinidades personales o como consecuencia de pagos políticos —más que por razones estrictamente técnicas o profesionales—, tienen el evidente coste económico derivado de una deficiente gestión, pero a veces se olvida que también constituyen una magnífica oportunidad de influencia bajo cuerda en beneficio de los actores sociales más próximos y activos. La falta de criterio técnico, por muy buena disposición que tenga el político de turno, nunca suele beneficiar a los intereses generales. Los sectores regulados, tan abundantes en nuestro país, requieren conocimientos muy complejos que no pueden adquirirse sobre la marcha, al margen de que hacerse un máster con cargo al erario es ya de por sí algo impresentable. De cualquier modo, mientras el político, en el mejor de los casos, estudia para ponerse al día, los regulados aprovechan para trabajar en lo suyo. 




			Pero, además, no cabe desconocer que el poder a sus anchas es la principal fuente de corrupción, una de nuestras mayores preocupaciones como sociedad en este momento. El fenómeno de la corrupción no es simplemente un problema práctico generador de ineficiencias económicas, sino que apunta a la línea de flotación del sistema democrático. Junto al supuesto patológico —aunque desgraciadamente muy extendido— de la corrupción pura y dura, cuyos casos pueblan desde hace años las portadas de nuestros diarios, existe otra corrupción menos aparente y sin embargo políticamente mucho más peligrosa. Se manifiesta en la íntima connivencia entre el poder de los partidos y el poder económico. 




			Una de las características del poder no sujeto a control es, como en el caso de los gases, su natural tendencia a expandirse. La forma en que tal expansión se manifiesta en el ámbito económico es a través de la arbitrariedad y el favor, como ocurría en las antiguas cortes medievales y renacentistas. Cuando el poder regulador actúa a través de normas fijas y guiado por criterios objetivos, los sujetos económicos saben que para maximizar sus beneficios no tienen más remedio que sujetarse a la regla general de la eficiencia: presentar la mejor oferta. Pero cuando el poder se encuentra liberado de dichas constricciones y puede actuar con un gran margen de discrecionalidad, entonces cuanto más influyente sea el actor económico, más puertas se le abrirán al margen de aquella regla. El problema es especialmente grave cuando, como ocurre en el caso español, las empresas con mayor poder de persuasión actúan en el ámbito de los sectores regulados, lo que implica que la vinculación entre sus resultados económicos y la producción normativa del Estado sea especialmente íntima, y son muchas las bicocas que el Estado puede atribuir a determinadas empresas. Precisamente, esta vinculación es la principal causa generadora de ese fenómeno tan particular de nuestro país, el del capitalismo «castizo» o «de amiguetes», que analizaremos con detalle. 




			Este fenómeno, además, es el que explica la frecuencia y la intensidad en España de las llamadas revolving doors, o puertas giratorias. Porque, como resulta natural dada nuestra frágil condición humana, la arbitrariedad se ejercita siempre a cambio de algo, máxime en un país como el nuestro, que paga muy mal a sus políticos en términos relativos, al menos por la vía ortodoxa, que debería ser también la única. De ahí la frecuencia, y también la desvergüenza —sin que las normas vigentes que teóricamente lo impiden sean nunca un obstáculo— con la que políticos que han ejercitado importantes responsabilidades en ciertos sectores aceptan, una vez cesados, puestos directivos relevantes en las mismas empresas privadas que actúan en dichos ámbitos, o los aceptan familiares muy próximos de políticos todavía en el cargo. Esas contrataciones no sólo constituyen una remuneración por los servicios prestados, sino, especialmente, una promesa de remuneración a los políticos todavía en activo por los favores presentes y futuros, pues así comprueban que la gran empresa sabe recompensar al que los hace. 




			Pero si este fenómeno, que podemos encuadrar en el ámbito de la corrupción entendida en el sentido de falta de neutralidad y mal gobierno, resulta tan peligroso para el sistema democrático, no es sólo por el nepotismo y el compadreo que necesariamente implica, ya bastante impresentable de por sí, sino, sobre todo, por lo que supone de captura de los intereses públicos por los privados. Esa captura implica en ocasiones la puesta a disposición de los instrumentos del Estado en beneficio de particulares muy influyentes para la consecución de sus propios fines. En otros casos implica la abstención y la no intervención en defensa del interés público, dejando las manos libres al poderoso para que pueda imponer su ley particular por la vía de hecho. Pero en todo caso, ya sea por acción o por omisión, el Estado se convierte en cómplice de los poderes fácticos y económicos  (sí,  otra  vez  el  vecino  del  quinto),  renunciando  a  la defensa de los intereses generales en su beneficio. Sin embargo, conviene recordarlo, es la defensa de los intereses generales el pilar último donde el Estado encuentra su legitimidad como poder democrático. 




			



			 






			NO HAY ESTADO DE DERECHO SIN IGUALDAD ANTE LA LEY 




			



			 






			La democracia es una forma de organización política que atribuye la titularidad del poder al conjunto de la sociedad, al «pueblo». Pero no a una parte de la sociedad frente a otra, ni siquiera a la mayoría frente a la minoría: esa titularidad corresponde a todos los ciudadanos. Nada lo expresa mejor que el principio de igualdad ante la ley. Las normas, a través de los correspondientes procedimientos, pueden ser elaboradas por una determinada mayoría, pero se aplican a todos por igual. Lo que en ningún caso admiten una democracia o un Estado de derecho es que existan leyes más flexibles para unos que para otros, ya sea porque se promulguen con carácter singular en beneficio de unos pocos —como ocurre con las puntuales modificaciones de la legislación societaria para beneficiar coyunturalmente a los amigos— o porque, siendo generales, se apliquen de manera diferente, como resulta tan frecuente en el ámbito fiscal o, sobre todo, en el penal, con los políticos y los poderosos, ya sea vía amnistías fiscales, aforamientos o indultos. Tampoco es compatible con una hiperinflación legislativa generadora de normas técnicamente deficientes que, al fomentar la inseguridad jurídica, favorecen siempre a los poderosos, que saben moverse entre la selva normativa, en detrimento de los débiles, que carecen de medios y de recursos para hacerlo. 




			Todos los que pretenden aprovecharse de esas deficiencias del sistema en su propio beneficio traicionan radicalmente los fundamentos del sistema democrático y del Estado de derecho. Como dijo Abraham Lincoln, los ciudadanos demócratas, de la misma manera que no queremos ser esclavos, tampoco queremos ser amos. Ésta es también nuestra idea de la democracia. 




			Claro que esta idea está lejos de ser todavía asumida en España. El natural turno rotatorio en el ejercicio del poder que implican las elecciones periódicas se entiende principalmente por nuestros partidos mayoritarios como una nueva oportunidad «extractiva» —una especie de «por fin nos toca a nosotros»— muy alejada de lo que debería constituir una verdadera práctica democrática. El que únicamente haya dos partidos con posibilidad real de gobernar a escala nacional no sólo ha incentivado esta tendencia sino que ha creado una complicidad interna muy evidente entre ellos (apoyados por los minoritarios de siempre) a la hora de defender los privilegios de la clase política, no sea que cuando llegue el correspondiente turno no haya nada que repartir.  




			Por esta razón siguen pendientes reformas fundamentales para revitalizar nuestra vida democrática sobre las que existe un amplio consenso fuera de la política profesional y respecto de las que se elude hasta el mismo debate, como ocurre con la reforma electoral, el «desaforamiento» de nuestra extensa casta política o la democratización interna y el control de la financiación de los partidos políticos. En otras ocasiones el debate suena a hueco o adulterado, como cuando versa sobre la eficacia e independencia de organismos reguladores —la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV), el Banco de España, el Tribunal de Cuentas o el Consejo General del Poder Judicial—, que si algo han dejado claro estos años es precisamente su falta de eficacia e independencia.  




			Singularmente, el asalto al poder judicial realizado por nuestros partidos constituye una de las mayores amenazas que se ciernen en la actualidad sobre nuestro sistema democrático y nuestro Estado de derecho, dado que ese poder es el que debería constituir la principal línea de defensa del Estado de derecho. Sin jueces que apliquen las normas de manera imparcial y homogénea, o que las anulen cuando proceda, el principio de igualdad ante la ley no dejará de ser un mero argumento retórico sin virtualidad real alguna, como cuando el rey proclamó en su discurso de Nochebuena del año 2011 que «la justicia era igual para todos». Aquí se han puesto de acuerdo la incompetencia y la mala fe. La incompetencia ha afectado a la gestión del servicio público de la Administración de Justicia, y la mala fe al control del órgano de Gobierno de los jueces con el fin de vigilar los nombramientos en los Tribunales superiores, aquellos que deben lidiar con los casos políticamente sensibles y también con los imputados políticamente relevantes. 




			De la hipocresía al cinismo, y viceversa. Pero tan grave como lo que estamos contando es la desvergüenza con la que se actúa. Se promete en el programa electoral del partido del Gobierno defender la independencia de los órganos reguladores y reformar el sistema de designación de los vocales del Consejo General del Poder Judicial con el fin de reforzar su autonomía respecto de los partidos, y cuando se ganan las elecciones no es que se dejen las cosas como están (como hizo el presidente Aznar en el año 1996): es que se hace justamente lo contrario, copando con gente del propio partido la dirección de los órganos reguladores y reformando el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) con el fin de reforzar todavía más su dependencia respecto de los partidos en general y respecto del partido del Gobierno en particular. 




			Esta desvergüenza no es meramente anecdótica, sino un síntoma de un mal mucho más profundo que afecta a toda la clase política española y que debería alertarnos sobre los graves peligros que acechan a nuestro sistema democrático y nuestro Estado de derecho. Ese mal es la certidumbre de la impunidad. La convicción de que, se haga lo que se haga, aquí nunca pasa nada, de que no existe una sanción efectiva por este tipo de comportamientos, ha generado un sutil cambio de actitud en nuestra clase política de efectos potencialmente devastadores: el que va de la hipocresía al cinismo. 




			La hipocresía es tolerable, porque, en definitiva, y como ya sabemos, consiste en el elogio que el vicio hace a la virtud. Una sociedad hipócrita es una sociedad que reconoce la existencia de ciertos valores y, por eso mismo, donde al menos existe una cierta capacidad de regeneración. Ha sido frecuente en España calificar a las sociedades anglosajonas, sobre todo a la estadounidense, como sociedades hipócritas, concretamente en materia de moralidad pública. Puede que sea sí, pero desde luego es una hipocresía que a nosotros nos vendría francamente bien. Por el contrario, el cinismo supone el reconocimiento a cara descubierta de la realidad de un poder libre de control efectivo y de sus naturales implicaciones. Sencillamente, porque cuando la desvergüenza es tan franca y la hoja de parra de la hipocresía ya no sirve para cubrirla púdicamente llega un momento en que es necesario reconocer lo evidente. Entonces es cuando se manifiesta ya públicamente que no se van a obedecer las sentencias que a uno le disgustan, que la Constitución no es de aplicación en ciertos lugares, que el bien de un pueblo está por encima de las normas o que a los políticos no les puede juzgar cualquier juez sino un tribunal especial y que, además, esto es verdaderamente democrático porque quien lo dice es el representante elegido del pueblo. Si nos fijamos bien, veremos que éste es el tipo de cosas que afirman líderes como el presidente de Venezuela, Nicolás Maduro, el de Rusia, Vladímir Putin o en Argentina los Kirchner. 




			Cuando el cinismo se instala definitivamente en una sociedad, y no estamos lejos de que eso ocurra en España, el Estado de derecho queda herido de muerte y la posibilidad de su reanimación es muy complicada. Para comprobarlo bastaría dirigir nuestra mirada a países muy próximos culturalmente hablando. Al igual que una democracia necesita de un Estado de derecho, este último necesita la convicción por parte de todo el cuerpo social no sólo de que el derecho es algo valioso, sino también de que es imperativo, es decir, exigible. Por el contrario, cuando predomina la creencia de que el poder político ha ganado la partida al derecho, entonces éste se deteriora en su conjunto —y no sólo en aquellas esferas que interesan a los partidos y a sus aliados económicos— y lo que ha empezado como una enfermedad vinculada al despotismo de una casta termina socavando todo el orden social y llevando a la ruina económica, política e institucional. 




			¿Dónde está el poder de las leyes?, se preguntaba Demóstenes. Y contestaba: en ti, si tú las apoyas y las haces poderosas cuando alguien necesite su ayuda. 




			



			 






			NUESTRA (GRAN) RESPONSABILIDAD 




			



			 






			Por eso no debemos autoengañarnos. Nosotros, los ciudadanos españoles, no somos únicamente los sufridores de este estado de cosas, sino también los principales cómplices. Si nuestra partitocracia —porque podemos llamarla así— se ha considerado y se considera impune es porque nosotros lo hemos permitido. Probablemente por falta de cultura cívica y democrática, aunque lo cierto es que nuestro conformismo y nuestra secular reticencia a percibir la democracia a través de la óptica del Estado de derecho, considerado como un proceso reglado de toma de decisiones al margen del cual no existe legitimidad alguna, nos ha llevado a vernos como simples sujetos pasivos consumidores de justicia y de derechos en vez de como ciudadanos activos, maduros y responsables. Hemos confiado en que el sistema democrático proveerá por sí solo, como si fuera una simple máquina que una vez puesta en marcha no puede detenerse, ignorando que toda democracia digna de ese nombre atribuye a sus ciudadanos una misión fundamental, que es la de vigilante activo del propio entramado institucional, del que todo depende. 




			Aunque la ignorancia no lo explica todo, porque también en este lado de la barrera el no querer saber o mirar para otro lado nos ha venido muy bien demasiadas veces. Si nuestra clase política demuestra tal capacidad de resistencia frente a los cambios es también porque ha sabido construir una red clientelar generadora de múltiples complicidades que ha penetrado profundamente en el cuerpo social. No sólo ha concertado un pacto de buena convivencia y no agresión con la gran empresa, más o menos regulada, sino que también lo ha hecho con los principales actores sociales, desde los grandes medios de comunicación hasta los sindicatos, pasando por amplias capas de nuestra sociedad. Entre ellas es necesario incluir, como no, a los profesionales del derecho, cuya colaboración, activa o pasiva —demasiados juristas complacientes—, en el desmantelamiento de nuestro Estado de derecho ha sido especialmente lamentable.  




			¿Es ya muy tarde? Probablemente todo dependa de si existe todavía un número suficiente de ciudadanos en España capaces de sancionar las infidelidades al Estado de derecho con independencia o incluso arriesgando sus propios intereses materiales a corto plazo, y capaces también de sacrificar su mayor o menor proximidad ideológica o sentimental con el partido que las cometa dejando de votarle. Tales reacciones hasta ahora no han sido muy frecuentes, pero, en cualquier caso, la posibilidad de que sucedan pasa necesariamente por tomar conciencia de la gravedad de la situación, de los ataques al Estado de derecho, muchas veces negados pese a su evidencia, de la manera en que se están desarrollando, de su autoría, de su complicidad y de su encubrimiento, y, por último, del inmenso coste que suponen para nuestro sistema democrático y del riesgo que entrañan para nuestro futuro como sociedad. 




			Ése es el modesto o ambicioso propósito de este libro, despertar las conciencias. Confiamos, quizás un poco ingenuamente, en que el lector interesado, tras la lectura de estas páginas, comprenda que por encima de otros muchos asuntos capaces de preocuparle y de movilizar su voto existe un asunto prioritario: el que versa sobre las reglas de nuestra convivencia democrática, garantía última de nuestra libertad y nuestra prosperidad. Estamos convencidos de que las futuras generaciones de españoles consideraran esta cuestión la verdadera piedra de toque de nuestra época, y nos valorarán en consecuencia. Porque, como con tanto acierto afirmó en su día el gran jurista Rudolph von Ihering, «la actitud de un hombre o de un pueblo en presencia de un atentado cometido contra su derecho es la piedra de toque más segura para juzgarle». De nosotros mismos, entonces, depende el veredicto. 
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			¿QUÉ HA PASADO? 




			



			 






			Imagínese ahora una nueva escena. Se encuentra sentado cómodamente en su butaca favorita leyendo este libro y, de improviso, escucha un enorme estruendo que proviene de la cocina. Se levanta de un salto, corre presuroso hacía allí y, tras abrir la puerta, descubre un panorama sorprendente: su pareja se encuentra sentada en el suelo mientras su hijo está de pie encima de la mesa. Todo está revuelto y hay un montón de cachivaches esparcidos por el suelo. Ahora piense un momento: después de comprobar rápidamente que su familia se encuentra bien, ¿qué frase es la primera que saldrá de su boca? Sin duda, la que da tributo a este capítulo. 




			Sí, efectivamente, todo el mundo dice lo mismo. Y si todo el mundo hace esa pregunta es porque, sin saber lo que ha pasado, es completamente imposible entender, y menos aún, arreglar nada. La realidad perceptible se convierte en un arcano frente al que, precisamente por eso, no podemos reaccionar de forma adecuada. Sin entender lo que ha pasado uno no sabe ni siquiera si hay que volver a colocar todos los cacharros en el armario, no sea que se vuelvan a caer. 




			Por eso es tan importante reflexionar sobre la historia reciente de nuestro sistema jurídico y político. Constatamos que nuestras instituciones fundamentales, las que en teoría deben garantizar el adecuado funcionamiento del Estado de derecho, están desbaratadas, descolocadas y funcionan rematadamente mal. Pero sin saber cómo han llegado a esa situación no seremos capaces de encontrar un remedio.  




			



			 






			¿QUÉ ME PASA, DOCTOR? 




			



			 






			No caigamos en visiones pesimistas de nuestra historia. No somos una anomalía en comparación con los países cercanos. En principio, hemos seguido, si bien con cierto retraso, una evolución muy semejante a la de nuestros vecinos europeos. El problema es que esta evolución, siendo relativamente normal y explicable desde el punto de vista histórico, ha terminado por conducirnos a una situación de bloqueo institucional que constituye una preocupante amenaza para el buen funcionamiento de nuestra democracia y de nuestro Estado de derecho. 




			Una característica singular del siglo XX europeo es que, en sus inicios, los sistemas jurídico-políticos no fueron diseñados para encauzar la lucha partidista cuando la ideologización extrema de la sociedad así lo exigía, lo que no hizo más que fomentar la inestabilidad crónica. Recordemos la vertiginosa sucesión de Gobiernos extremadamente radicalizados en la Europa de entreguerras —en Alemania, Italia, Francia y, por supuesto, en España—, que en la mayoría de los casos acabó con la misma democracia. Por el contrario, una vez reformados estos sistemas después de la Segunda Guerra Mundial, terminaron por bloquear la posibilidad de una sana contienda entre partidos, pese a que la desideologización de la sociedad la hubiera hecho muy conveniente. 




			Es comprensible que, tras esa guerra, que dio paso a la restauración de la democracia en la mayor parte de los países de Europa occidental, los sistemas político-constitucionales se diseñaran con la finalidad de amortiguar el debate político y fomentar al máximo la estabilidad y los acuerdos. Pero la ley del péndulo ya nos advierte de la dificultad de reaccionar con moderación frente a una experiencia tan terriblemente traumática, y el resultado final,  en  palabras  de  Karl  Loewenstein,  uno  de  los  padres  del constitucionalismo moderno, ha sido un parlamentarismo «castrado». Este jurista, al comentar la Ley Fundamental de la República Federal Alemana, consideraba que por evitar el Escila de la inestabilidad gubernamental, el régimen de Bonn había caído en el Caribdis de un parlamentarismo «demoautoritario». No mucha mejor opinión le suscitaba el régimen jurídico-político de la V República francesa, que calificaba de «parlamentarismo frenado». 




			El problema no fue correctamente identificado en su momento porque los europeos no sólo estaban hartos de confrontaciones partidistas, sino que compartían de manera abrumadora el consenso sobre las líneas maestras de la política a seguir. Las dos grandes corrientes políticas, la socialdemocracia y la democracia cristiana europea, coincidían en su defensa del Estado de bienestar y en el alineamiento con Estados Unidos en plena guerra fría, dos prioridades fundamentales de los votantes europeos. A esos electores cualquier otra cosa les parecía secundaria, y su despreocupación, mayor en unos países que en otros, fue convenientemente aprovechada por los grandes aparatos de los partidos políticos, que se dedicaron a tejer una densa red clientelar en su propio beneficio. El resultado fue un reparto de áreas completas del poder público del que el Proporz austríaco y la Tangentopoli italiana fueron los ejemplos más conspicuos, pero de ninguna manera los únicos. 




			La evolución española ha sido semejante. También padecimos una Guerra Civil traumática, precedida por una experiencia política democrática extraordinariamente convulsa. Mucha gente se pregunta hoy, con razón, para qué sirve en la actualidad el senado, aparte de para proporcionar un retiro dorado a unos cuantos «elefantes» de los distintos partidos. Pero quizá sea interesante comprender que la ausencia de tal institución revisora y «ralentizadora» en la Segunda República Española dio lugar con posterioridad a un intenso debate entre los especialistas sobre la posible incidencia de su ausencia en la radicalización de las sucesivas mayorías coyunturales en el Congreso. Por esa razón se consideró conveniente su recuperación en la Constitución de 1978. 




			El vigente régimen electoral, tan injusto, tiene la misma explicación: se pretendía conseguir un Congreso con escasa fragmentación política en el que se primase extraordinariamente a los partidos mayoritarios, en favor de la estabilidad y la gobernabilidad. De ahí la fijación de la provincia como circunscripción electoral y el prorrateo desviado para la asignación de escaños. En definitiva, lo que los constitucionalistas españoles de 1978 tenían en la cabeza al redactar la Constitución no era tan distinto de lo que habían tenido sus homólogos europeos treinta años antes. 




			



			 






			LAS CONSECUENCIAS DE LA TRANSICIÓN 




			



			 






			Los ciudadanos españoles inauguramos el régimen democrático con un espíritu muy poco crítico. Lo importante era que, después de tantos años de dictadura, teníamos una democracia y podíamos votar cada cuatro años. Asistimos a la inicial construcción de nuestro actual sistema de partidos con su ambiciosa vocación colonizadora y a la extensión de su red de influencias con total indiferencia. Es más, aquél que pronunciase la palabra «partitocracia» en aquellos años ilusionantes era considerado como sospechoso y desafecto al nuevo régimen democrático, casi nostálgico de sistemas «orgánicos». La identificación entre «partido político» y «democracia» era total. 




			También mostramos desde el principio una clara predisposición a primar la estabilidad sobre cualquier otra alternativa. Al fin y al cabo, después de casi cuarenta años de régimen autoritario todavía estaba por probar nuestra idoneidad para convivir democráticamente. Además, desde los extremos del espectro político se nos recordaba nuestra congénita incapacidad para conseguirlo. Y como si las advertencias verbales no fueran suficientes, no faltaron quienes subrayaron sus argumentos con la violencia terrorista y el asesinato, olvidando que, con ello, lo que demostraban por encima de cualquier otra cosa era su propia incapacidad democrática, y no la nuestra. 




			En este contexto, no resulta sorprendente que la principal prioridad del electorado consistiese en fortalecer a los partidos del centro del espectro, siempre que lo mereciesen, claro, porque la desunión interna se consideraba síntoma de debilidad e implicaba una amenaza de inestabilidad que los españoles penalizaban. El ejemplo de lo que ocurrió con la Unión de Centro Democrático  (UCD)  es  muy  significativo.  Sin  incurrir  en grandes escándalos ni destacables casos de corrupción, la virtual desaparición de un partido en el Gobierno en unas únicas elecciones generales constituye un fenómeno verdaderamente singular. Pero no hay que olvidar que esas elecciones se celebraron poco tiempo después de un intento de golpe de Estado, el del 23-F, que el electorado interpretó que había sido propiciado por la propia debilidad interna del partido gobernante. 




			El cataclismo de la UCD enseñó a los partidos políticos españoles una lección entonces muy evidente: la supervivencia pasaba por consolidar un poder interno monolítico. El que se movía no podía salir en la foto, entre otras causas porque si se movía mucha gente ya no habría foto donde salir. Cuando el Partido Socialista Obrero Español (PSOE) logra su primera mayoría absoluta en las elecciones de 1982 se siente totalmente legitimado, sin encontrar apenas oposición relevante dentro o fuera del partido, para instaurar este nuevo «régimen», comenzando la sistemática ocupación de todas las instituciones y de todos los ámbitos de la sociedad, desde la judicatura a la universidad, pasando por la Administración, un proceso de colonización en el que ha sido sucedido exitosamente por el Partido Popular (PP). 




			No obstante, lo que ha hecho singular el caso español no es sólo el habernos subido con tanta ilusión al carro democrático treinta años más tarde que los demás, cuando los ciudadanos europeos ya eran conscientes de los defectos de sus respectivos sistemas y empezaban a reclamar reformas, sino también el que nuestro trauma colectivo no procediese de una guerra internacional, sino de una guerra civil. Cuando se emprende una reforma política a partir de una guerra internacional, siempre es posible construir un imaginario colectivo, un «nosotros» que llega a incluir al adversario político interno. Cuando se parte de una guerra civil, ese objetivo es mucho más complicado. Este factor es el que ha contribuido, más que cualquier otro, al especial carácter «inmutable» de nuestros partidos políticos de ámbito nacional. 




			En todas las democracias existe una tendencia a que los ciudadanos voten como lo hicieron sus padres, pero esa tendencia es mucho mayor en los países que han sufrido un trauma interno de las características de nuestra Guerra Civil. Razones familiares, psicológicas, religiosas o generacionales forman un conjunto de condicionantes que dificultan el natural trasvase de votos entre los partidos y, en consecuencia —y éste es el gran problema—, la imprescindible rendición de cuentas y exigencia de responsabilidades a sus dirigentes. El abuelo republicano o nacional ha pesado mucho, demasiado, en nuestro voto. 




			La filiación «sentimental» se convirtió así en una patente de corso para el correspondiente representante político, que contaba con un elevado suelo indestructible y con una gran parte de su electorado prácticamente cautivo. Los abusos, las corruptelas, las infidelidades al Estado de derecho se le perdonaban fácilmente. El problema es que, cuando el partido de turno comprobaba que sus excesos no eran sancionados por su propio electorado, no tenía ningún incentivo en corregirlos. El resultado final es que la mayor parte de los partidos políticos, cuando han ido disfrutando del poder nacional, autonómico o local, han incurrido en los mismos vicios, por lo que a la fidelidad inicial, basada en intereses compartidos de carácter esencialmente sentimental, se ha añadido un nuevo argumento no menos persuasivo y bastante cercano a la verdad: «Como todos son iguales, para eso sigo votando a los míos». 




			



			 






			ESPAÑA INVERTEBRADA: ¡CAFÉ PARA TODOS! 




			



			 






			A todo lo expuesto todavía hay que añadir otro importante elemento que contribuye a la singularidad española: el factor territorial. Circunstancias históricas muy ligadas a la ausencia de auténticas revoluciones liberales en nuestro país, a su complicada geografía y a su largo proceso de decadencia histórica han dado lugar a la existencia de una fuerte conciencia nacionalista en determinadas regiones que ha cristalizado en partidos políticos de ámbito autonómico. El ideario principal de esos partidos no coincidía ni coincide con el que ha sido tradicional en la política europea  (liberal,  democratacristiano,  socialdemócrata…),  que tiene, en el caso de que exista, un carácter completamente subordinado. Su ideario, fundamentalmente, consiste en la afirmación de la propia singularidad identitaria y la necesidad de la consiguiente construcción nacional. 




			En estos casos, el factor sentimental que explica la pétrea fidelidad del electorado español al partido de turno no sólo subsiste, sino que se intensifica, con el efecto añadido de que, a medida que la construcción nacional progresa, la fidelidad tiende a aumentar y no a disminuir, del mismo modo que aumenta la capacidad de sacrificio del velocista a escasos metros de la meta. El resultado, en cualquier caso, es el mismo: las infidelidades al Estado de derecho, el despilfarro, la corrupción y hasta la riqueza acumulada por la saga de los Pujol son siempre pecados veniales que admiten fácil absolución en aras de los intereses superiores de la construcción nacional. No es sorprendente, a la vista de la respuesta del electorado, que a estos partidos les preocupe tan poco lo primero y tanto lo segundo. 




			Pero lo peor de esta singularidad territorial es que ha contribuido como ningún otro factor a la disfuncionalidad de nuestro Estado. Al combinar una ley electoral que favorecía a los partidos mayoritarios de carácter estatal (PSOE y PP) con la existencia de partidos nacionalistas dominantes en sus circunscripciones provinciales cuya sola ambición era la construcción nacional en sus respectivos territorios, se produjo un resultado inesperado: los partidos bisagra que garantizaban Gobiernos estables no eran partidos minoritarios de carácter estatal —como los liberales o los verdes en Alemania—, sino partidos locales, a veces incluso minoritarios. 




			Esta circunstancia no sólo ha atribuido a partidos como Convergència i Unió (CiU) o el Partido Nacionalista Vasco (PNV) una preponderancia relativa exagerada en la política nacional, sino también dentro del ámbito autonómico, en el que se han convertido en una suerte de representantes «auténticos» de los intereses de esa comunidad. Poco importaba que otro grupo político tuviese más diputados por esas circunscripciones. Invariablemente, los diputados nacionalistas pasaban a denominarse en el Congreso el grupo «vasco» o «catalán», tomando la parte por el todo. Lo más preocupante, sin embargo, es que, con la finalidad de alcanzar el Gobierno, el partido nacional que no había obtenido mayoría absoluta (ya fuese el PSOE o el PP), y que necesitaba así el apoyo de esos partidos nacionalistas, estaba dispuesto a avanzar lo que fuese necesario en la «deconstrucción» de la organización territorial del Estado y en la paralela construcción nacional autonómica. A cambio del inmediato plato de lentejas, sacrificaba su primogenitura y sus propias posibilidades futuras de desarrollar políticas a nivel nacional en cada vez más sectores, colocándose el propio Estado a sí mismo una infinidad de barreras al ejercicio de su propia acción política. 




			El resultado tangible es la presente situación de total descoordinación e impotencia estatal, ya se trate de poner límite al déficit autonómico o de imponer el cumplimiento de las sentencias de los tribunales de justicia. Es el drama que se ha llegado a calificar de «Estado sin territorio». Y máxime cuando tampoco ha existido la voluntad política (lo que es normal, puesto que electoralmente hubiera sido suicida) de negar a una comunidad autónoma lo que reclamaba otra. Pretendiendo tratar a todas las comunidades autónomas de manera semejante, se ha terminado por tratar de manera desigual a los ciudadanos españoles en función de su lugar de residencia. 




			



			 






			ES LA EDUCACIÓN (O LA FALTA DE ELLA) 




			



			 






			Desengañémonos: nuestra singularidad no deriva de nuestra condición de católicos, latinos, mediterráneos o mestizos, ni tenemos que fustigarnos pensando, como el marqués de Bradomín, que los españoles somos feos, católicos y sentimentales. El problema que tenemos no está en nuestra religión, nuestra cultura, nuestra geografía, nuestra historia o nuestros genes. No es una condición del ser nacional que no ofrezca otra alternativa posible que negarnos a nosotros mismos. Aunque sí está en un elemento que tiene que ver con alguno de estos factores: el problema está en nuestra educación en general y en nuestra educación cívica en particular.  




			Es más, en cierto modo, el fracaso de la educación en España es en gran parte el resultado, y no sólo la causa, del deterioro de nuestro sistema político e institucional. Si el sistema no garantiza una educación de calidad, no es posible la aparición de élites capaces de dirigir, ni tampoco de masas ilustradas capaces de exigirles rendición de cuentas y responsabilidades. La educación, como la justicia, la seguridad pública o la sanidad, es un servicio público esencial cuya prestación con carácter gratuito y universal justifica la existencia misma del Estado. Y al igual que la anarquía, las guerras o las catástrofes naturales pueden acabar con un Estado, también pueden hacerlo la ignorancia y la falta de espíritu crítico de sus ciudadanos. 




			Podemos decir que nuestra singularidad arranca de haber iniciado nuestra aventura democrática más tarde que nuestros vecinos, pero aplicando recetas semejantes. Cuando, por la propia evolución de las cosas, ha llegado el momento de la reforma, como les llegó primero a ellos, nos estamos encontrando con más obstáculos y menos instrumentos a nuestra disposición. Nos hemos ocupado durante estos años de crear los primeros y eliminar los segundos con mayor constancia que cualquier otro país europeo. 




			



			 






			LA REALIDAD Y EL DERECHO 




			



			 






			En conclusión, son los factores históricos anteriormente descritos los que han motivado que nuestra partitocracia y la consiguiente disfuncionalidad de nuestras instituciones tengan un componente mucho más pétreo que los de nuestros vecinos. Hemos concedido licencia a los partidos para autorregularse como tuvieran por conveniente en aspectos tan sensibles para la democracia como su financiación y su democracia interna; les hemos permitido colonizar tranquilamente todos los sistemas de pesos y contrapesos, públicos y privados, sin imponerles apenas límites, y han aprovechado la oportunidad. Liberados de cualquier atadura, se han convertido —especialmente las cúpulas de esos partidos— en el poder por excelencia. Pero lo más curioso es que ese clímax se ha alcanzado en un momento en que la sociedad española está cambiando de manera notable, y en el que los factores que facilitaron este estado de cosas, o al menos algunos de ellos, están comenzando a desaparecer. Las encuestas del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) revelan que crece la desafección ciudadana hacia la clase política y que la fidelidad del electorado a los grandes partidos empieza a resquebrajarse. 




			En realidad, ese cambio sociológico y espiritual lleva produciéndose desde hace muchos años, pero la prosperidad económica de la primera década del siglo XXI —en gran parte ficticia, como estamos comprobando dolorosamente en la actualidad— lo había enmascarado. En esto tampoco somos muy diferentes de nuestros conciudadanos europeos. También ellos cerraron los ojos al clientelismo y la corrupción de sus sistemas políticos durante el boom económico de la posguerra, aunque con la diferencia de que ese boom era auténtico. Pero, en cualquier caso, lo que está claro es que las penas con pan son menos. No sólo nuestros políticos no nos parecían tan malos, no sólo nuestras instituciones daban la impresión de funcionar más o menos bien, sino, incluso aunque algunos empezaran a ver las orejas al lobo, no parecía existir motivo suficiente para exigir cambios profundos. El sistema político podía ser más o menos deficiente pero, al fin y al cabo, «España iba bien». 




			Mientras tanto, durante todos estos años, como una corriente subterránea silenciosa pero potente, la sociedad española se ha ido transformando. La democracia se daba por descontada. El fantasma del golpismo pasó a ser una reliquia histórica. Los votantes jóvenes no habían nacido el 23-F. Los fenómenos terroristas habían desaparecido o estaban en trance de hacerlo. La revolución en la moral y en las costumbres había alcanzado cada vez más capas de la sociedad y empezaban a desconectarse de las correspondientes preferencias políticas: ya no había que ser votante socialista para defender el matrimonio homosexual, y a muchos votantes del PP ya no les preocupaba la regulación del aborto y preferían dejarlo estar. Aunque a los políticos profesionales de la Transición les costase entenderlo, a los nuevos españoles lo que les interesaba más era el correcto funcionamiento de los servicios públicos, de la sanidad, de la educación o de la justicia, por encima de planteamientos sectarios. 




			Y entonces llegó la crisis. Poco a poco, los ciudadanos españoles hemos empezado a comprender que vivíamos bajo un sistema político e institucional que hace agua por todas partes. Que nuestros políticos son muy malos, mucho peores que los profesionales situados en otros puestos de responsabilidad similar en el ámbito privado; que su sistema de elección es perverso; que el clientelismo impide a las instituciones funcionar con imparcialidad y eficacia, y que todo esto se traduce en un sistema donde las normas no son iguales para todos, donde la injusticia, la corrupción y el chalaneo están a la orden del día y donde la prestación de los servicios públicos esenciales está en entredicho.  




			Comenzamos a entender, por fin, que la prosperidad no es un maná que caiga del cielo, sin justificación alguna, sino que depende de manera muy relevante de la salud institucional de un país, y que si esta salud está profundamente deteriorada no existe forma alguna de que el maná pueda seguir cayendo, por mucho que nos intenten convencer de lo contrario. Porque cuando decimos todo esto y pedimos un cambio de rumbo, resulta que se nos responde diciendo que el sistema actual ha contribuido como ningún otro a la estabilidad de nuestra democracia y a la prosperidad de nuestro país. Como si las realidades, temores y aspiraciones de los españoles de 2014 fueran las mismas que las de 1978. 




			Es verdad que lo normal es que siempre exista un pequeño desfase entre la realidad y el derecho. En primer lugar se sienten las necesidades y más tarde se adoptan las medidas jurídicas necesarias para satisfacerlas. Pero la llegada de la crisis y el pinchazo de la ilusión de prosperidad nos han colocado en una situación de desajuste como en pocas ocasiones ha ocurrido en la historia reciente de España, con un gravísimo riesgo para nuestro futuro político y económico. El actual marco jurídico-político pudo tener sentido en el momento en que fue consagrado, cuando las preocupaciones de los españoles eran muy distintas. Pero lo cierto es que se ha ido degradando a lo largo de estos años y, lo que es más grave, para la realidad actual resulta completamente inadecuado. 




			Hay que insistir en esta idea: el marco jurídico-político diseñado en 1978 ya no nos sirve en su integridad y debe reformarse en aspectos esenciales, pero es que ni siquiera funciona tal y como fue concebido, porque ha sido completamente traicionado. Hoy nos parece obvio que carece de sentido sacrificarlo todo a la estabilidad, pero el colmo es que ni siquiera hemos conseguido garantizar esa estabilidad. El desafío de los nacionalistas catalanes lo ha dejado muy claro. 




			El desajuste es tan evidente que las invocaciones de nuestros políticos a la estabilidad y a la normalidad han traspasado los límites de la hipocresía y se acercan peligrosamente a la del cinismo. A la vista de nuestras quejas, se nos dice simplemente que no nos preocupemos, que tengamos un poco de paciencia, que «ahora no toca». Que ya veremos cómo, por la evolución natural de las cosas, se van a volver a colocar como por ensalmo otra vez los cacharros en el armario, como si el presidente del Gobierno fuera Mary Poppins y no un ser humano de carne y hueso. Todo ello sin arreglar ni una sola de las causas que produjeron el destrozo. La afirmación es tan chocante que nadie, ni siquiera nuestros profesionales de la política, pueden aspirar seriamente a que sea creída. 




			A nuestro juicio, este desajuste entre la realidad y el derecho, entre la España real y la España oficial, es la causa última del creciente sentimiento de desafección de la ciudadanía que hoy amenaza muy seriamente a la democracia española. Son muchos los que, como si en las puertas del Parlamento español luciera la misma advertencia que en las del infierno de Dante, han abandonado toda esperanza. No faltan tampoco los que pretenden aprovecharse de la situación de derribo institucional en su propio beneficio, recogiendo vigas y maderas para hacerse una acogedora casa con los materiales de todos.  




			Pero lo peor sería que un número importante de ciudadanos activos y comprometidos, a la vista de que el sistema no parece tener ni la voluntad ni la capacidad o la competencia de regenerarse a sí mismo, pretendieran salir de esta situación de bloqueo por la vía de transitar por atajos situados al margen del sistema, imponiendo la ley de la calle. Por no hablar de los ciudadanos ingenuos que piensan que cambiando de pasaporte sus problemas político-institucionales van a desaparecer por arte de magia y su clase política va a emerger, como el ave fénix, pura y limpia de los casos Palau, ITV, Pretoria y tantos otros. 




			Nosotros pensamos que el extraordinario esfuerzo de consenso y generosidad mostrado en la Transición política española, plasmado en la Constitución de 1978, que ha sido un modelo de éxito para tantos y tantos países, no se merece un final semejante. Todavía contamos con medios e instrumentos dentro de nuestro sistema político para que, tras un debate serio y responsable, sea posible realizar una reforma ordenada desde dentro y acabar con este peligroso desajuste. Por supuesto que habrá resistencias dentro de la clase política, pero no debemos olvidar que, con todas sus imperfecciones, seguimos viviendo en una democracia, y en una democracia la última palabra siempre la tenemos los ciudadanos. 
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